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Así se pronunció el Tribunal Supremo en la Sentencia de 21 de febrero de 2017,
que, respecto a un producto financiero, en este caso bonos canjeables ligados a
acciones, rechazó la existencia de error invalidante del consentimiento cuando el 
cliente obtuvo información sobre el  producto. Y ello aunque dicha  información no
se la hubiese suministrado el banco, sino  que el cliente la hubiese obtenido por su
cuenta  o porque, como en este caso, se la hubiese suministrado un tercero, que -en
este supuesto- era precisamente su hermano.
 

Fotografía by M.A. Díaz

Los hechos que dieron origen a la sentencia
fueron los siguientes: una persona  (D. Juan
Miguel) celebró con la entidad Banif S.A. (hoy
Banco Santander S.A.), un contrato de
compraventa de trece bonos canjeables ligados
a acciones de Fortis y Total el 11 de marzo de
2008. En la misma fecha, celebró también con
el Banco Santander un contrato de préstamo
personal a tipo variable y de constitución de
prenda sobre diez de los trece bonos
adquiridos. Estos contratos se celebraron por
iniciativa de D. Juan Miguel, quien fue
informado del producto financiero y sus
características por su hermano, que también se
había interesado por este producto. D. Juan
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Miguel perdió el dinero invertido en la compra
de los bonos, debido a que las empresas a
cuyas acciones estaba ligado el bono fue
intervenida, y dejó de abonar las cuotas del
préstamo, por lo que la prenda fue ejecutada.

Juan Miguel interpuso demanda contra Banco Santander, solicitando –con carácter
principal- que se declarara la nulidad tanto del contrato de compraventa de los bonos
canjeables como del contrato de préstamo suscrito para la adquirir los bonos, y, que el
Banco Santander le restituyera sesenta y cinco mil euros más los intereses legales
devengados desde el 11 de marzo de 2008, reintegrando así la posición originaria del
demandante, anterior a la fecha de adquisición de los bonos.

Adujo el demandante, como causas de nulidad, la infracción de la normativa MiFID
(Directiva sobre Mercados de Instrumentos Financieros), reguladora de las obligaciones
de información de las entidades financieras, toda vez que la información proporcionada
por el Banco, al adquirir el demandante los bonos, solo se refería a la posibilidad de
obtener una importante rentabilidad, sin advertirle de los riesgos, ni de la posibilidad de
venta anticipada de los productos. La demanda se basaba, por tanto, en la existencia, de
error vicio, de conformidad con los artículos 1261 y 1266 del Código Civil; la infracción
del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 noviembre, Ley General para la Defensa de
Consumidores y Usuarios, y de la Ley 7/1998, de 13 abril, sobre Condiciones Generales
de la Contratación; y la vulneración de la doctrina de los actos propios.
Subsidiariamente, el demandante solicitó la resolución de esos contratos, con las
mismas consecuencias restitutorias.

El Juzgado de Primera Instancia, pese a constatar que no quedaba probada la
realización del test de idoneidad, ello resultaba irrelevante ya que la normativa que
desarrollaba la Directiva MiFID no era aplicable al no estar en vigor cuando se celebró
el contrato de compraventa de los bonos. El Juzgado, tras valorar la información de la
que disponía el demandante antes de suscribir el contrato, procedente de su hermano, y



las advertencias sobre el riesgo de pérdida del total de la inversión que venían
recogidas en la propia orden de compra del producto, excluyó la existencia de error en
el consentimiento. Se desestimó, por tanto, la demanda, si bien no se condenó al
demandante al pago de las costas.

El demandante recurrió en apelación desestimando el recurso la Audiencia Provincial,
con imposición de costas al apelante. La Audiencia, si bien consideró que estaba en
vigor la normativa que trasponía la Directiva MiFID cuando se celebró el contrato,
llegó a una conclusión distinta de la del Juzgado respecto a la realización del test de
idoneidad. Valorando conjuntamente las declaraciones testificales de empleados del
banco y la documentación bancaria en la que se recogían datos del demandante,
difíciles de conseguir sin la realización del test obtenidos, y que sirvieron para calificar
al demandante como “cliente minorista e inversor de perfil agresivo que aceptaba un
mayor grado de riesgo de sus inversiones a cambio de una potencial rentabilidad
superior”, el Tribunal de Apelación concluyó que el demandante fue sometido al test
de idoneidad por vía telefónica. Según el Tribunal la información que poseía el
demandante sobre la naturaleza y riesgos del producto era suficiente, tanto por la
información obtenida de su hermano como por la que se contenía en la documentación
informativa que le fue entregada por el banco. La sentencia de apelación invoca la
información de riesgos que figuraba en un documento suscrito por el demandante,
donde se advertía, con caracteres tipográficos resaltados, del elevado riesgo del
producto, aludiendo expresamente de que la «pérdida […] podrá ser total si la
referencia final de la acción con peor comportamiento al vencimiento fuera igual a
cero», que es lo que de hecho sucedió, al resultar intervenida Fortis. Además, como
constata la sentencia de apelación, que los empleados del banco le ofrecieron al
cliente la reestructuración del bono mediante la sustitución de los productos
subyacentes, lo que rechazó el cliente.
Contra esta sentencia el demandante interpuso recurso extraordinario por infracción
procesal y de casación, que fueron desestimados.

El Supremo efectúa básicamente dos pronunciamientos de gran interés:
por un lado, que desconoce el recurrente lo declarado por la sentencia de



apelación, que estima que, si bien el hermano del demandante le informó
sobre las características del producto financiero contratado, también
señala que el banco le suministró información por escrito advirtiéndole de
los serios riesgos del producto, justificados por las elevadas ganancias que
eventualmente cabía obtener, como las conseguidas por otro familiar con
un bono estructurado vendido por Banif ligado a ciertas acciones.

Y, por otro, entiende el Alto Tribunal que “lo relevante para decidir en
estos casos si ha existido error que vicie el consentimiento no es que la
información haya sido suministrada al cliente por el banco, sino que el
cliente tenga la información que excluya la existencia del error. Esto
último puede ocurrir porque el cliente haya obtenido por su cuenta la
información o porque se la haya suministrado un tercero, que en este caso
sería su hermano.

Por tanto, incluso aunque hubiera sido cierto que el banco no cumplió
adecuadamente las obligaciones de información que le impone la
normativa MiFID, si esa información llegó al cliente por otra vía, no
concurriría error invalidante del consentimiento”.

Además, la Sentencia impone al recurrente las costas del recurso extraordinario por
infracción procesal y el recurso de casación.

La Sentencia completa puede verse aquí.

 

http://blogs.unileon.es/mercantil/files/2017/05/STS_bonoNulidad.pdf

